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Confidencialidad de la oferta. Datos personales 

 

La LCSP regula la cuestión de la confidencialidad en el artículo 133 en los siguientes términos: 

“1. Sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación vigente en materia de acceso a la información 

pública y de las disposiciones contenidas en la presente Ley relativas a la publicidad de la adjudicación 

y a la información que debe darse a los candidatos y a los licitadores, los órganos de contratación no 

podrán divulgar la información facilitada por los empresarios que estos hayan designado como 

confidencial en el momento de presentar su oferta. El carácter de confidencial afecta, entre otros, a 

los secretos técnicos o comerciales, a los aspectos confidenciales de las ofertas y a cualesquiera otras 

informaciones cuyo contenido pueda ser utilizado para falsear la competencia, ya sea en ese 

procedimiento de licitación o en otros posteriores. 

El deber de confidencialidad del órgano de contratación, así como de sus servicios dependientes 

no podrá extenderse a todo el contenido de la oferta del adjudicatario ni a todo el contenido de los 

informes y documentación que, en su caso, genere directa o indirectamente el órgano de contratación 

en el curso del procedimiento de licitación. Únicamente podrá extenderse a documentos que tengan 

una difusión restringida, y en ningún caso a documentos que sean públicamente accesibles. 

El deber de confidencialidad tampoco podrá impedir la divulgación pública de partes no 

confidenciales de los contratos celebrados, tales como, en su caso, la liquidación, los plazos finales de 

ejecución de la obra, las empresas con las que se ha contratado y subcontratado, y, en todo caso, las 

partes esenciales de la oferta y las modificaciones posteriores del contrato, respetando en todo caso 

lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 

Personal (actualmente, Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 

y garantía de los derechos digitales)(…)”. 

El principio de confidencialidad que recoge este artículo, tal y como señala la Junta Consultiva de 

contratación administrativa de Aragón (emitido con ocasión del anterior TRLCSP) en su informe 

15/2012, de 19 de septiembre “puede entrar en concurrencia o contradicción con uno de los derechos 

vertebradores de la contratación pública, como es el de la transparencia de los procedimientos, 

recogido en el artículo 1 TRLCSP, que se manifiesta tanto en la publicidad de las licitaciones, como en 

el acceso a aquella información que permita que los licitadores puedan hacer revisar aquellas 

actuaciones que consideren contrarias a la normativa y a las condiciones de la licitación. 
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Esta concurrencia de derechos no siempre puede resolverse de manera pacífica: ni la confidencialidad 

puede comprender la totalidad de la oferta realizada por el adjudicatario, ni la transparencia puede 

implicar el acceso incondicionado al expediente de contratación y a los documentos que contiene. 

En el conflicto entre el derecho de defensa de un licitador descartado, y el derecho de protección de 

los intereses comerciales del licitador adjudicatario, se ha de buscar el equilibrio adecuado, de forma 

que ninguno de ellos se vea perjudicado más allá de lo necesario, como ha declarado el Tribunal 

Administrativo Central de Recursos Contractuales en diversas Resoluciones, entre otras, la nº 

199/2011 y la nº 62/2012. 

Sin embargo, en la coexistencia y equilibrio necesarios entre este derecho de confidencialidad y el 

principio de transparencia, antes apuntada, se apoya el Tribunal Administrativo Central de Recursos 

Contractuales —con argumentaciones compartidas por esta Junta— para concluir que la obligación 

de confidencialidad no puede afectar a la totalidad de la oferta realizada por el adjudicatario, habida 

cuenta que el propio artículo 140.1 TRLCSP garantiza que este deber de confidencialidad no debe 

perjudicar el cumplimiento de las obligaciones en materia de publicidad e información que debe darse 

a candidatos y licitadores, obligaciones entre las que se encuentran incluidas las enumeradas en el 

artículo 151.4 TRLCSP (entre otras, Resolución nº 62/2012). Señala, además, el Tribunal que la 

extensión de la confidencialidad a toda la proposición podría estar incursa en fraude de ley en los 

términos previstos en el artículo 6.4 del Código Civil”. 

 

Hemos de señalar, que la ley protege tanto los derechos de propiedad intelectual, como los secretos 

comerciales, como herramienta legítima que toda empresa puede utilizar. El secreto comercial hace 

alusión a esa información que no se desea que conozca la competencia, y que supone una ventaja 

para la empresa que la posee, al no ser de conocimiento general para los demás competidores en 

el mercado.  

 

En el presente expediente, si bien en un principio se identificó como confidencial la totalidad de la 

oferta presentada por la empresa XX, ésta, a requerimiento de la Administración, a fin de que por la 

misma se indicara claramente qué documentación de la aportada es considerada confidencial por la 

empresa y se justificara el citado carácter dado a la misma, ha presentado escrito indicando las partes 

concretas de la misma que resultan confidenciales, justificando su carácter confidencial en los 

derechos de propiedad intelectual. 

Tras lo expuesto por la empresa, y de conformidad con lo dispuesto en la LCSP, corresponderá al 

órgano de contratación decidir si considera justificado el carácter confidencial de la documentación 



 

3 
 

que ha indicado la empresa XX, de forma que quede preservado el equilibrio que debe imperar 

entre los principios de confidencialidad y transparencia.  

 

Por otro lado, y en lo atinente a los datos personales que también refiere la empresa como motivo 

de confidencialidad de los “curriculum vitae” aportados posteriormente en la fase de requerimiento 

de documentación previa a la adjudicación, es preciso tener en cuenta lo siguiente: 

 

La normativa vigente en materia de protección de datos está constituida fundamentalmente por la 

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de derechos 

digitales y el Reglamento (UE) nº 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 

personales y a la libre circulación de estos datos (en adelante, RGPD) 

 

El artículo 4 del RGPD, define qué ha de entenderse por “datos personales”, y señala como tales 

“toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»); se 

considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o 

indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de 

identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la 

identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona(…)” 

Teniendo en cuenta lo establecido artículo 2, en el artículo 4, apartados 1 y 5, y en los considerandos 

14, 15, 26, 27, 29 y 30 los datos personales son cualquier información relativa a una persona física 

viva identificada o identificable. Las distintas informaciones, que recopiladas pueden llevar a la 

identificación de una determinada persona, también constituyen datos de carácter personal. 

Los datos personales que hayan sido anonimizados, cifrados o presentados con un seudónimo, pero 

que puedan utilizarse para volver a identificar a una persona, siguen siendo datos personales y se 

inscriben en el ámbito de aplicación del RGPD. 

Los datos personales que hayan sido anonimizados, de forma que la persona no sea identificable o 

deje de serlo, dejarán de considerarse datos personales. Para que los datos se consideren 

verdaderamente anónimos, la anonimización debe ser irreversible. 
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Ejemplos de datos personales (según la página web de la Comisión Europea, dirección de internet: 

https://ec.europa.eu/info/law/law-topic/data-protection/reform/what-personal-data_es), son los 

siguientes: 

 nombre y apellidos, 

 domicilio, 

 dirección de correo electrónico, del tipo nombre.apellido@empresa.com, 

 número de documento nacional de identidad, 

 datos de localización (como la función de los datos de localización de un teléfono móvil) (*), 

 dirección de protocolo de internet (IP), 

 el identificador de una cookie (*), 

 el identificador de la publicidad del teléfono, 

 los datos en poder de un hospital o médico, que podrían ser un símbolo que identificara de 

forma única a una persona. 

De acuerdo con lo expuesto, el órgano de contratación deberá comprobar, de la documentación 

que aporte la interesada, aquéllos datos de carácter personal que deban quedar preservados en el 

momento de acceso al expediente. 

Tal y como señala la Junta Consultiva de contratación administrativa de Aragón en el informe ya 

referido, se recomienda que en el trámite de vista se expida una diligencia en la que se recojan las 

circunstancias relevantes del derecho de acceso ejercido: identificación de quien o quienes 

examinan el expediente, fecha y hora de ejercicio del derecho, documentos a los que no se ha 

permitido el acceso etc. 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la 

consulta planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante para 

la unidad destinataria de la misma. 
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